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Culiacán Rosales, Sinaloa, en sesión ordinaria de Sala 

Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Sinaloa, correspondiente al día ocho de noviembre del dos mil 

diecisiete, integrada por los CC. Magistrados: Dr. Héctor Samuel 

Torres Ulloa, en su carácter de Presidente, Lic. Jesús Iván Chávez 

Rangel y M.C. Jorge Antonio Camarena Ávalos, actuando el 

segundo en mención como ponente de conformidad con el 

artículo 114 cuarto párrafo de la Ley de Justicia Administrativa 

para el Estado de Sinaloa, se emitió resolución al recurso de 

revisión citado al rubro, interpuesto por la C. WENDY 

CECEÑA COTA, parte actora en el juicio principal, en contra del 

auto de fecha dieciocho de abril de dos mil dieciséis, dictado por 

la Sala Regional Zona Norte de este tribunal. 

 

I.- ANTECEDENTES Y TRÁMITE 

1.- La C.***************, a través del escrito inicial y anexos 

recibidos por la Sala Regional Zona Centro, el veintidós de 

febrero de dos mil dieciséis, se presentó a demandar al TITULAR 

DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE SINALOA, por la 
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RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL OBJETIVA Y DIRECTA que 

causó la demandada con la conducta omisiva de cumplimiento 

de obligación, que derivó en la interposición de un juicio de 

amparo, por lo que reclama la cantidad de 

************(******************.), por concepto de pago 

de abogados por la tramitación de dicho juicio de amparo. 

 

2.- Por acuerdo dictado el dieciocho de abril de dos mil 

dieciséis, la referida Sala Regional determinó desechar la 

demanda interpuesta ya que ésta se presentó en forma 

extemporánea. 

 

3.- Mediante auto del ocho de agosto de dos mil dieciséis, 

la Sala Regional Zona Norte ordenó remitir a este órgano 

superior el recurso de revisión interpuesto por la parte actora 

precisada en este fallo, en contra del referido auto, el cual fue 

recibido el día treinta del  de septiembre de dos mil dieciséis.  

 

4.- En sesión de Sala Superior de fecha doce de septiembre 

de dos mil dieciséis, se acordó admitir a trámite el referido 

recurso, en los términos previstos por los artículos 112 fracción I, 

113 fracción I, 113 BIS y 114 de la Ley de Justicia Administrativa 

para el Estado de Sinaloa y se designó como ponente a la Dra. 

Lucila Ayala de Moreschi.  

 

5.- Con motivo de la nueva integración de Sala Superior, 

mediante acuerdo de fecha tres de mayo de dos mil diecisiete, 

se reasignó el recurso de revisión a la ponencia del Lic. Jesús 

Iván Chávez Rangel, Magistrado Propietario de Sala 

Superior, dándose vista a las partes para que en un plazo de 

tres días manifestaran lo que a su derecho conviniera respecto 
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de tal designación, mismo que ha transcurrido en exceso sin que 

hubiesen hecho manifestación alguna. 

 

II.- COMPETENCIA 

Esta ad quem es competente para conocer y resolver el 

recurso de revisión, de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 17 fracción III, 112, fracción I, 113, 113 BIS y 114 de la 

ley antes referida.  

 

III.- CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 

PRIMERO.- Se procede al análisis del único concepto de 

agravio expuesto por la recurrente, mismo que por técnica 

jurídica se estudiará en diferentes puntos: 

 

a).-  Argumenta que contrario a lo resuelto en el auto 

recurrido, su derecho para accionar aún no se encontraba 

prescrito al momento de la presentación de la demanda, ya que 

no es posible considerar la fecha señalada por la Sala primigenia 

para iniciar el cómputo de los seis meses que prevé el artículo 54 

fracción III de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 

Sinaloa, toda vez que en ese momento aún se encontraba en 

trámite un juicio de amparo que de conformidad con lo previsto 

por el artículo 93 fracción VII de la ley de la materia, le impedía 

acudir a juicio. 

 

Aunado a lo anterior señala que la fecha de conocimiento 

del motivo de la demanda fue el diecinueve de octubre de dos mil 

quince, por lo tanto, al día veintidós de febrero de dos mil 
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dieciséis, su derecho para accionar aún no se encontraba 

prescrito. 

 

 

b).- Argumenta que el desechamiento de su demanda 

implica impedirle el acceso a la justicia, violentándose  en su 

contra los derechos humanos fundamentales, contenidos en los 

artículos 1, 14, 16 y 17 de la Constitución federal. 

 

En estima de este órgano de alzada, el agravio que se 

refiere en el inciso a), en relación a que la Sala actuó en forma 

incorrecta para determinar la fecha en que se originó la causa de 

responsabilidad, resulta fundado pero insuficiente para 

revocar la sentencia recurrida, tomando en cuenta lo que a 

continuación se expresa: 

 

En primer término es necesario precisar que la parte actora 

demandó al Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Sinaloa, 

por la responsabilidad patrimonial objetiva y directa que le causó 

su conducta omisiva ante la negativa de acordar y dar respuesta 

al escrito que le fue presentado con fecha 23 de junio de 2014, 

ya que ante tal circunstancia se vio obligado a interponer juicio 

de amparo. 

 

Aunado a lo anterior, el demandante señaló que la 

responsabilidad patrimonial reclamada ascendía a la cantidad de 

******** (***************.), por concepto de honorarios de 

abogados por el trámite del juicio de amparo antes mencionado. 

 

Por otra parte, la Sala de origen determinó desechar la 

demanda por considerar que ésta fue interpuesta en forma 
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extemporánea, señalando que la fecha en que se originó la 

causa de responsabilidad fue el día cinco de agosto de dos mil 

catorce, fecha en que fue interpuesto el juicio de amparo 

instaurado con el número 638/2014. 

 

Ahora bien, el artículo 54 fracción III de la ley de la 

materia, establece lo siguiente: 

 

 

“ARTÍCULO 54.- (…) 
 

La demanda deberá presentarse dentro de los 

plazos que a continuación se indican: 
(…) 

III.-   Seis meses tratándose del juicio de 

responsabilidad patrimonial objetiva y directa 
reclamada al Estado, a los Municipios ó a sus 

Organismos Descentralizados, contados a partir 

de que se originó la causa de responsabilidad; 
(…)” 
 

 

La disposición legal antes transcrita establece que la 

demanda relativa a los juicios de responsabilidad patrimonial 

objetiva y directa, se deberá presentar dentro del término de 

seis meses contados a partir de que se originó la causa de 

responsabilidad. 

 

En ese orden, tomando en consideración lo expuesto en el 

escrito inicial de demanda, esta Sala superior advierte que la 

actuación irregular que la parte actora le imputó a la autoridad, 

consiste en la conducta omisiva ante la negativa de acordar y 
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dar respuesta a su escrito de fecha 23 de junio de 2014, pues 

con ello le generó la necesidad de acudir al juicio de amparo y 

efectuar el pago de abogados por la cantidad de ******* 

(****************), por concepto de honorarios. 

 

Con base en lo antes expuesto, esta Sala del primer 

conocimiento determina que lo fundado del agravio deviene del 

hecho de que contrario a lo resuelto por la Sala de origen, la 

fecha en que se originó la causa de la responsabilidad objetiva 

no fue en el momento en que se interpuso la demanda de 

amparo, ya que fue hasta que causó ejecutoria la resolución 

dictada en el referido juicio, identificado con el número 

638/2014, a cargo del Juzgado Quinto de Distrito en el Estado 

de Sinaloa, que quedó acreditada la existencia de la conducta 

irregular aludida por la parte actora, por lo que es a partir de 

ese momento en que empieza a transcurrir el plazo para acudir 

a reclamar la responsabilidad patrimonial objetiva y directa. 

 
 

Sirve de apoyo a lo antes resuelto el criterio aislado que se 

inserta a continuación1: 

 

INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS 

PREVISTA EN LA LEY DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE 

TABASCO. LA AFECTACIÓN QUE LA ORIGINA 

DEBE ACREDITARSE INCIDENTALMENTE, UNA 

VEZ QUE CAUSE ESTADO LA SENTENCIA EN LA 

QUE SE DECLARE LA ILEGALIDAD DEL ACTO 

IMPUGNADO.- De la interpretación conjunta de los 

artículos 40 y 41 de la Ley de Justicia Administrativa 

                                                           
1 Época: Décima Época, Registro: 2013833, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: 

Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 40, Marzo de 2017, Tomo IV, 

Materia(s): Administrativa, Tesis: (IV Región)2o.8 A (10a.), Página: 2719  

 



TRIBUNAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE 

SINALOA 

 

REVISIÓN: 2258/2016. 

RECURRENTE: ***********, 

PARTE ACTORA. 

 

 

  

7 

    ACTUACIONES 

 

para el Estado de Tabasco, se colige que el actor en el 

juicio contencioso administrativo, además de 

demandar la nulidad de un acto administrativo, puede 

exigir el reconocimiento de un derecho amparado en 

una norma jurídica y la adopción de las medidas 

adecuadas para su pleno restablecimiento, entre 

ellas, la indemnización por daños y perjuicios. Así, el 

particular tiene derecho a que la autoridad 

demandada lo repare por la afectación que haya 

sufrido, cuando ésta haya emitido el acto 

administrativo de manera ilegal, es decir, cuando se 

actualice alguno de los supuestos previstos en el 

precepto 83 del citado ordenamiento, conforme a los 

cuales se declarará que un acto administrativo fue 

dictado en contravención al orden jurídico. Ahora 

bien, para determinar en qué momento procesal debe 

demostrarse la existencia de los daños y perjuicios 

que dan pie a obtener el pago de la indemnización, 

debe considerarse que la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 

jurisprudencia 2a./J. 194/2007, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Época, Tomo XXVI, octubre de 2007, página 

239, de rubro: "DAÑOS Y PERJUICIOS PREVISTOS EN 

EL ARTÍCULO 6o., CUARTO PÁRRAFO, DE LA LEY 

FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO. LA SENTENCIA DEBE RECONOCER 

SÓLO EL DERECHO A LA INDEMNIZACIÓN 

SOLICITADA POR ESE CONCEPTO, MIENTRAS QUE LA 

DEMOSTRACIÓN DE LA AFECTACIÓN PATRIMONIAL, 

DEL NEXO CAUSAL RELATIVO Y DE SU CUANTÍA 

DEBEN RESERVARSE AL INCIDENTE RESPECTIVO.", 

estableció, entre otras premisas, que para que exista 

la indemnización por daños y perjuicios en el juicio 

contencioso administrativo federal, éstos deben ser 

consecuencia directa e inmediata de la resolución 
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nulificada, y su cuantía específica debe ser materia de 

prueba en el incidente respectivo, lo cual se justifica 

si se tiene presente que, acorde con lo indicado en la 

ejecutoria de la cual emanó ese criterio, el objeto 

primordial del juicio de nulidad es el control de la 

legalidad de los actos de la autoridad administrativa, 

no la obtención del pago de una indemnización por los 

daños y perjuicios irrogados, por lo que ésta es una 

cuestión secundaria, al ser consecuencia de la 

declaración de invalidez de una resolución o acto 

administrativo que produjo la afectación patrimonial. 

En estas condiciones, no es lógico ni jurídico que el 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado 

de Tabasco imponga al actor, durante el juicio, el 

débito probatorio de la existencia de los daños y 

perjuicios que demandó, pues la indemnización es 

una consecuencia directa de la declaración de 

ilegalidad del acto impugnado y, por esa razón, es 

imposible esa exigencia antes de que dicte la 

sentencia en la que exista un pronunciamiento al 

respecto. Por tanto, es con posterioridad al dictado 

del fallo, específicamente al causar estado, cuando el 

actor, a través del incidente correspondiente, estará 

en condiciones de demostrar la afectación que origina 

su reclamo. Cabe señalar que, ante la falta de 

previsión en la ley de la materia acerca de la 

tramitación de un incidente de pago de daños y 

perjuicios, de conformidad con el primer párrafo de su 

numeral 30, debe acudirse supletoriamente al Código 

de Procedimientos Civiles para el Estado, cuyo 

artículo 389, en lo que al caso interesa, prevé las 

reglas a seguir para que se determinen las cantidades 

que deben cubrirse por esos conceptos, en los casos 

en que se imponga condena a su pago sin precisar 

una cantidad líquida en la sentencia respectiva. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL 

CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
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Ahora bien, aún y cuando el argumento de la recurrente 

resultó fundado en el sentido de que el origen de la causa de 

responsabilidad no se actualizó en el momento en que se acudió 

al juicio de amparo, dicha circunstancia resulta insuficiente 

para revocar el auto recurrido, toda vez que persiste de igual 

forma la extemporaneidad aludida por la Sala de origen. 

 

Lo anterior es así, tomando en cuenta las siguientes 

consideraciones: 

 

En primer término es necesario precisar que de 

conformidad con lo establecido por el artículo 89, fracción IV de 

la ley de la materia, este órgano de alzada invoca como un 

hecho notorio, la información obtenida del SISTEMA INTEGRAL 

DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES, consultable en la página 

electrónica del Consejo de la Judicatura Federal. 

 

Apoya tal determinación, la tesis que se cita a 

continuación2: 

 

HECHOS NOTORIOS. PUEDEN INVOCARSE COMO 

TALES, LOS AUTOS O RESOLUCIONES 

CAPTURADOS EN EL SISTEMA INTEGRAL DE 

SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE), AL SER 

INFORMACIÓN FIDEDIGNA Y AUTÉNTICA.- De 

acuerdo con la doctrina, cabe considerar notorios a 

                                                           
2 Época: Décima Época, Registro: 2009758, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: 

Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 21, Agosto de 2015, Tomo III, 

Materia(s): Civil, Tesis: (V Región)3o.2 K (10a.), Página: 2181  
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aquellos hechos cuyo conocimiento forma parte de la 

cultura normal o general propia de un determinado 

círculo social en el tiempo en que se produce la 

decisión, excluyendo de éstos las características de 

universalidad, conocimientos absoluto y efectivo, así 

como la permanencia del hecho, pues no se requiere 

que éste sea objeto de un conocimiento 

multitudinario; resulta suficiente el conocimiento 

relativo, es decir, la posibilidad de verificar la 

existencia del hecho de que se trate mediante el 

auxilio de una simple información; es innecesaria la 

observación directa por todos los individuos 

pertenecientes al grupo social, y no obsta a la 

notoriedad de un hecho la circunstancia de haber 

acontecido con anterioridad, por considerarse que 

éste sea, al momento de desarrollarse el proceso, 

respectivamente. Por su parte, tratándose de los 

tribunales, los hechos notorios se definen como 

aquellos que el órgano judicial conoce 

institucionalmente con motivo de su propia actividad 

profesional; situación esta última que coincide con lo 

asentado en la ejecutoria de la contradicción de tesis 

4/2007-PL, de la que derivó la jurisprudencia 2a./J. 

103/2007, de la Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo XXV, junio de 2007, página 285, de rubro: 

"HECHO NOTORIO. PARA QUE SE INVOQUE COMO 

TAL LA EJECUTORIA DICTADA CON ANTERIORIDAD 

POR EL PROPIO ÓRGANO JURISDICCIONAL, NO ES 

NECESARIO QUE LAS CONSTANCIAS RELATIVAS 

DEBAN CERTIFICARSE.", que determinó que un hecho 

notorio para un tribunal, es aquel del que conozca por 

razón de su propia actividad jurisdiccional y en la cual 

se dejó abierta la posibilidad de que un juzgador 

podía invocar como hecho notorio una ejecutoria 

recaída a un anterior juicio de amparo relacionado, 

pero del índice de un diverso órgano judicial, si se 

cuenta con la certificación previa de las constancias 

relativas, lo que permitiría sustentar una causa de 
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improcedencia en la existencia de aquél. Ahora bien, 

en los Acuerdos Generales 28/2001 y 29/2007, 

emitidos por el Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal, se estableció la instauración del Sistema 

Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), como 

programa automatizado de captura y reporte de datos 

estadísticos sobre el movimiento de los asuntos del 

conocimiento de los órganos jurisdiccionales y se 

indicó la obligatoriedad de utilizar el módulo 

"Sentencias" del referido sistema para la captura y 

consulta de las sentencias que dicten los Tribunales 

de Circuito y los Juzgados de Distrito, 

respectivamente, y señala con precisión que la 

captura se realizaría el mismo día de su publicación, y 

sería supervisada y certificada por el secretario que al 

efecto designaran los titulares; por tanto, se concluye 

que la captura obligatoria y consulta de la información 

que los tribunales federales realizan a dicho sistema 

electrónico, si bien no sustituye a las constancias que 

integran los expedientes en que éstas se dictan, lo 

cierto es que genera el conocimiento fidedigno y 

auténtico de que la información obtenida, ya sea que 

se trate de autos o sentencias, coincide fielmente con 

la agregada físicamente al expediente; de ahí que la 

información almacenada en dicha herramienta pueda 

ser utilizada en la resolución de asuntos relacionados 

pertenecientes a órganos jurisdiccionales distintos, 

contribuyendo así al principio de economía procesal 

que debe regir en el proceso, a fin de lograr el menor 

desgaste posible de la actividad judicial y, como 

consecuencia, evitar el dictado de sentencias 

contradictorias, máxime que la información objeto de 

consulta en el referido sistema reúne, precisamente, 

las características propias de los hechos notorios en 

general, pues ésta es del conocimiento de las partes 

intervinientes en el juicio; es posible su verificación a 
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través de la consulta en dicho sistema automatizado; 

para su validez es innecesaria la observación o 

participación directa de todos los intervinientes; y su 

captura aconteció en el momento en que se produjo 

la decisión. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL 

CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA REGIÓN. 

 

Ahora bien, en el referido Sistema Integral de Seguimiento 

de Expedientes se puede advertir que el fallo dictado en el juicio 

de amparo 638/2014, causó ejecutoria el día diecisiete de 

agosto de 2015, fecha en que se notificó por lista el acuerdo a 

través del cual se tuvo por recepcionada la sentencia dictada en 

el recurso de revisión interpuesto en contra del referido fallo, y 

en donde además se requirió a la autoridad responsable el 

cumplimiento de la ejecutoria de referencia. 

 

En esa tesitura, tenemos que si el plazo de seis meses que 

prevé el artículo 54, fracción III de la Ley Justicia Administrativa 

del Estado de Sinaloa, inició el día diecisiete de agosto de dos 

mil quince, éste feneció el diecisiete de febrero de dos mil 

dieciséis, por lo tanto, si la demanda de responsabilidad 

patrimonial objetiva y directa fue interpuesta el veintidós de 

febrero de dos mil dieciséis, se puede concluir que ésta se 

interpuso en forma extemporánea. 

 

No resulta óbice a lo antes resuelto, el argumento de la 

recurrente en el que señala que la fecha a partir de la cual se 

debió iniciar el cómputo del plazo de los seis meses es el día 

diecinueve de octubre de dos mil quince, ya que en dicha fecha 

sólo se le notificó el cumplimiento de la ejecutoria dictada en el 
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juicio de amparo, según se aprecia en la documental ofrecida 

por la propia demandante, consistente en el citatorio de fecha 

ocho de febrero de dos mil dieciséis,3 expedido por el Juzgado 

Quinto de Distrito en el Estado de Sinaloa, mientras que el 

origen de la causa de responsabilidad se actualizó hasta el 

momento en que el fallo dictado en el juicio de amparo causó 

estado, tal y como quedó establecido en los párrafos que 

anteceden.  

 

 

Por otra parte, resulta infundado el argumento señalado 

en el inciso b), a través del cual la revisionista manifiesta que el 

desechamiento de su demanda implica impedirle el acceso a la 

justicia violentándose  en su contra los derechos humanos 

fundamentales, contenidos en los artículos 1, 14 y 16 de la 

Constitución Federal, ya que de conformidad con los artículos 17 

de la Constitución Federal, 8 numeral 1 y 25 punto 1 de la 

Convención Interamericana de los Derechos Humanos de San 

José de Costa Rica, el derecho de acceso a la justicia no se 

encuentra mermado por la circunstancia de que las leyes 

ordinarias establezcan plazos para ejercerlo, ya que éstos 

refieren que toda persona tiene derecho a ser oída con las 

debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un juez o 

un tribunal competente.  

 

Con base en lo antes expuesto, se puede determinar que 

el derecho de acceso a la justicia tiene sus limitaciones, puesto 

                                                           
3
 Visible a hoja 23 del expediente principal 
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que para que pueda ser ejercido es necesario cumplir con los 

presupuestos formales y materiales de admisibilidad y 

procedencia para ese tipo de acciones, lo cual, además, brinda 

certeza jurídica a todas las partes que intervienen en el juicio, 

por lo tanto, si la demandante acudió al juicio de nulidad a 

efecto de reclamar la responsabilidad patrimonial objetiva y 

directa, debió presentar su demanda dentro del plazo de seis 

meses previsto por el artículo 54 III de la ley de la materia.  

 

Lo anterior es así, ya que no debe entenderse que en el 

caso en que se vea involucrada una supuesta violación a un 

derecho humano, la acción para intentar el acceso a la justicia 

pueda ejercerse en cualquier tiempo, en virtud de que ello se 

traduciría en que los tribunales estarían imposibilitados para 

concluir determinado asunto, por estar a la espera de saber si el 

interesado estará conforme o no con la determinación que 

pretendiera impugnarse, es por ello que la ley fija plazos para 

ejercer este derecho, y momentos procesales específicos en los 

cuales se deben realizar las actuaciones correspondientes, a fin 

de dotar de firmeza jurídica a dichas resoluciones y lograr que 

éstas puedan ser acatadas.  

 

 Por lo tanto, el desechamiento de la demanda interpuesta a 

efecto de reclamar la responsabilidad patrimonial, por haberse 

presentado en forma extemporánea, no se traduce en una 

violación al principio de legalidad, pues el actor debió cumplir 

con el requisito de la temporalidad, ejerciendo su derecho dentro 

de los términos previstos para tal efecto, ya que de no ser así, 

los actos de autoridad que se impugnen y respecto de los cuales 

no existió reclamo oportuno, se entienden tácitamente 

consentidos con todos sus efectos jurídicos.  
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    ACTUACIONES 

 

 

 Sirve de apoyo por analogía a lo antes resuelto las  tesis de 

jurisprudencia se citan a continuación:4, 5 

 

"ACCESO A LA JUSTICIA. ES UN DERECHO 

LIMITADO, POR LO QUE PARA SU EJERCICIO ES 

NECESARIO CUMPLIR CON LOS PRESUPUESTOS 

FORMALES Y MATERIALES DE ADMISIBILIDAD Y 

PROCEDENCIA, ASÍ COMO DE OPORTUNIDAD 

PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE 

AMPARO.-Todos los Jueces mexicanos deben partir 

de los principios de constitucionalidad y 

convencionalidad y, por consiguiente, en un primer 

momento, realizar la interpretación conforme a la 

Constitución y a los parámetros convencionales, de 

acuerdo con el artículo 1o. de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, incluso de oficio. En 

función de ello, y conforme al principio pro personae 

(previsto en el artículo 29 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos conocida como 

Pacto de San José de Costa Rica), que implica, inter 

alia, efectuar la interpretación más favorable para el 

efectivo goce y ejercicio de los derechos y libertades 

fundamentales, de conformidad con los artículos 17 

constitucional; 8, numeral 1 y 25, numeral 1, de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, el 

derecho humano de acceso a la justicia no se 

encuentra mermado por la circunstancia de que las 

leyes ordinarias establezcan plazos para ejercerlo, 

                                                           
4 2004823. XI.1o.A.T. J/1 (10a.). Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época. Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta. Libro XXVI, Noviembre de 2013, Pág.  699. 

 
5 Época: Décima Época, Registro: 2002861, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: 

Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVII, Febrero de 2013, 

Tomo 2, Materia(s): Común, Tesis: VI.3o.A. J/2 (10a.), Página: 1241  
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porque tales disposiciones refieren que toda persona 

tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y 

dentro de un plazo razonable por un Juez o tribunal 

competente; sin embargo, ese derecho es limitado, 

puesto que para que pueda ser ejercido es necesario 

cumplir con los presupuestos formales y materiales 

de admisibilidad y procedencia para ese tipo de 

acciones, lo cual, además, brinda certeza jurídica. De 

igual forma, no debe entenderse en el sentido de que 

puede ejercerse en cualquier tiempo, porque ello se 

traduciría en que los tribunales estarían 

imposibilitados para concluir determinado asunto por 

estar a la espera de saber si el interesado estará 

conforme o no con la determinación que pretendiera 

impugnarse, con la consecuencia de que la parte 

contraria a sus intereses pudiera ver menoscabado el 

derecho que obtuvo con el dictado de la resolución 

que fuera favorable, por ello la ley fija plazos para 

ejercer este derecho a fin de dotar de firmeza jurídica 

a sus determinaciones y lograr que éstas puedan ser 

acatadas. De ahí que si el gobernado no cumple con 

uno de los requisitos formales de admisibilidad 

establecidos en la propia Ley de Amparo, y la 

demanda no se presenta dentro del plazo establecido, 

ello no se traduce en violación a su derecho de acceso 

a la justicia, pues éste debe cumplir con el requisito 

de procedencia atinente a la temporalidad, por lo que 

resulta necesario que se haga dentro de los términos 

previstos para ello, ya que de no ser así, los actos de 

autoridad que se impugnen y respecto de los cuales 

no existió reclamo oportuno, se entienden 

consentidos con todos sus efectos jurídicos en aras de 

dotar de firmeza a dichas actuaciones y a fin de que 

los propios órganos de gobierno puedan desarrollarse 

plenamente en el ámbito de sus respectivas 

competencias, sin estar sujetos interminablemente a 

la promoción de juicios de amparo." 
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    ACTUACIONES 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS 

ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 

PRIMER CIRCUITO. 

 

PRINCIPIO PRO HOMINE Y CONTROL DE 

CONVENCIONALIDAD. SU APLICACIÓN NO 

IMPLICA EL DESCONOCIMIENTO DE LOS 

PRESUPUESTOS FORMALES Y MATERIALES DE 

ADMISIBILIDAD Y PROCEDENCIA DE LAS 

ACCIONES. El principio pro homine y el control de 

convencionalidad se encuentran tutelados por el 

artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, a partir de la entrada en vigor de 

su reforma publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 10 de junio de 2011. El principio pro 

homine es aplicable en dos vertientes, a saber, el de 

preferencia de normas y de preferencia interpretativa, 

ello implica que el juzgador deberá privilegiar la 

norma y la interpretación que favorezca en mayor 

medida la protección de las personas. Por su parte, el 

"control de convencionalidad" dispone la obligación de 

los juzgadores de interpretar las normas relativas a 

los derechos humanos, de conformidad con la 

Constitución y con los tratados internacionales de la 

materia, favoreciendo la protección más amplia a las 

personas. Sin embargo, su aplicación no implica 

desconocer los presupuestos formales y materiales de 

admisibilidad y procedencia de las acciones, pues 

para la correcta y funcional administración de justicia 

y la efectiva protección de los derechos de las 

personas, el Estado puede y debe establecer 

presupuestos y criterios de admisibilidad de los 

medios de defensa, los cuales no pueden ser 

superados, por regla general, con la mera invocación 

de estos principios rectores de aplicación e 

interpretación de normas. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 

ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 

 
 

Concluyéndose entonces, que el hecho de que la Sala del 

primer conocimiento haya resuelto que había precluído el 

derecho del actor para reclamar la responsabilidad patrimonial,  

no le causa agravio alguno al hoy recurrente, ya que la 

protección a los derechos humanos que pretende hacer valer 

para presentar su demanda en forma extemporánea, no implica 

el incumplimiento de las formalidades establecidas en la propia 

ley para ejercer su derecho de acceso a la justicia a través del 

juicio de nulidad. 

 

Además de lo anterior, no se advierte por esta ad quem 

violación alguna de los derechos humanos protegidos por algún 

ordenamiento legal que obligue a este tribunal llevar a  cabo ex 

officio algún control de convencionalidad o de tipo 

constitucional, en términos del artículo 1º de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

IV.- RESOLUCIÓN 

Conforme a lo anterior y atento a lo dispuesto por los 

artículos 17 fracción III,  114 cuarto párrafo, 114 BIS fracción I, 

todos de la ley que rige la materia, se resuelve:   

 

PRIMERO.- Los argumentos formulados por la C. WENDY 

CECEÑA COTA, parte actora en el juicio de origen, son 

insuficientes e infundados, en consecuencia:  
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    ACTUACIONES 

 

SEGUNDO.- Se confirma el auto en que se desechó la 

demanda interpuesta, dictado por la Sala Regional Zona Norte de 

este tribunal, el dieciocho de abril de dos mil dieciséis, según lo 

expuesto en el punto primero del apartado denominado 

Consideraciones y Fundamentos de esta resolución. 

 

TERCERO.- Comuníquese a la Sala de origen el contenido 

del fallo, corriéndole traslado con copia certificada del mismo, y 

en su oportunidad, hágase entrega del expediente principal, así 

como el archivo del recurso de revisión como asunto concluido. 

 

CUARTO.- NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 

Así lo resolvieron por unanimidad de votos, en sesión 

ordinaria número 42/2017, de conformidad con lo establecido 

en el artículo 16 de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, los Magistrados Propietarios que integran la 

Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado  

de Sinaloa, así como la Secretaria General de Acuerdos, quien 

da fe:  

 
 
 
___________________________________ 
   DR. HÉCTOR SAMUEL TORRES ULLOA 
          MAGISTRADO PRESIDENTE 
 
    
 
 _________________________________   
     LIC. JESÚS IVÁN CHÁVEZ RANGEL 
      MAGISTRADO PROPIETARIO DE 
                 SALA  SUPERIOR 

 
 
 
_____________________________________ 
M.C. JORGE ANTONIO CAMARENA ÁVALOS 
         MAGISTRADO PROPIETARIO DE 
                    SALA  SUPERIOR 
 
 
_____________________________________ 
    M.C. EDNA LIYIAN AGUILAR OLGUIN 
   SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS 
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ELIMINADO. Corresponde a datos personales de las partes del juicio. 
Fundamento legal: artículos 3 fracción XXVI, 149, 155 fracción III, 
156 y 165 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Sinaloa, en relación con los numerales Trigésimo 
Octavo fracción I, Quincuagésimo Segundo párrafo segundo, 
Quincuagésimo Tercero, Quincuagésimo Noveno, Sexagésimo Segundo 
y Sexagésimo Tercero de los Lineamientos generales en materia de 
clasificación y desclasificación de la información, así como la 
elaboración de versiones públicas. 
 


